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Caso Núm.: 
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Sobre: 
DAÑOS Y 

PERJUICIOS 
 

 
Panel integrado por su presidenta, la Jueza Coll Martí; la Jueza 

Lebrón Nieves y la Jueza Brignoni Mártir 
 

Lebrón Nieves, Juez Ponente 
 

RESOLUCIÓN 

En San Juan, Puerto Rico, a 22 de agosto de 2016. 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones la parte 

codemandada peticionaria, Oficinas de Carolina, S.E., mediante el 

recurso de certiorari de epígrafe y nos solicita la revocación de la 

Orden emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de 

Fajardo, el 8 de abril de 2016, notificada el 12 de abril de 2016. 

Mediante la aludida Orden, el foro recurrido dio por admitidos 

unos requerimientos de admisiones presentados por la parte 

demandante recurrida. 

Por los fundamentos que expondremos a continuación,  

desestimamos el presente recurso de certiorari por falta de 

jurisdicción, por no satisfacer los criterios establecidos en la Regla 

52.1 de Procedimiento Civil de Puerto Rico.1    

I 

Conforme surge del expediente ante nuestra consideración, 

el 13 de julio de 2015, la parte demandante recurrida, señor Carlos 

                                                 
1 32 LPRA Ap. V, R. 52.1. 
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Rivera Luciano y otros, presentaron una Demanda por Daños y 

Perjuicios ante el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Carolina, 

en contra de STZ Development, Inc. y otros. En la referida 

Demanda los demandantes recurridos adujeron haber sufrido 

daños como consecuencia de un accidente en el ascensor del 

Tribunal de Carolina.2 El 20 de abril de 2015, la parte demandante 

recurrida presentó Demanda Enmendada, ello, a los fines de 

incluir como parte demandada a Oficinas de Carolina, S.E. 

Luego de varios incidentes procesales, el 14 de agosto de 

2015, la parte demandante recurrida envió a la parte 

codemandada peticionaria: interrogatorio, requerimiento de 

admisiones y producción de documentos.  

El 24 de septiembre de 2015, la parte codemandada 

peticionaria presentó escrito titulado Moción Objetando 

Descubrimiento de Prueba Sometido por la Parte Demandante toda 

vez que la Parte Demandante No Ha Acreditado que han 

Transcurrido Noventa Días a Partir de la Fecha en que la Resolución 

del Administrador del Fondo del Seguro del Estado, Respecto a 

Cada Obrero, Fuere Firme y Ejecutoria. 

Por su parte, el 30 de septiembre de 2015, los demandantes 

recurridos presentaron Moción en Cumplimiento de Orden y 

Oposición a que se Detenga el Descubrimiento de Prueba. La parte 

demandante recurrida arguyó específicamente, como sigue: 

[. . .] 

c. técnicamente, este caso no puede ni debe ser 
paralizado en cuanto a las SEIS (6) codemandantes 
que no están protegidos por la Ley de la CFSE, ni 

dicha ley controla o suspende sus causas de acción, 
por lo que el descubrimiento que ya se inició en este 

caso no debe ser detenido. 
 
d. en ánimo de cumplir con las disposiciones de la 

Regla 1 de Procedimiento Civil vigente y de economía 
procesal, debe continuarse el descubrimiento de 

prueba en cuanto al aspecto de negligencia del caso, 

                                                 
2 Mediante Orden del 15 de enero de 2015, notificada el 20 de enero de 2015, se 

ordenó el traslado del caso al Tribunal de Primera Instancia, Sala de Fajardo. 
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EL CUAL YA SE INICIÓ DESDE EL 14 DE AGOSTO 
DE 2015, en lo que los dos obreros restantes 

culminan su tratamiento. 
[. . .] 

 
El 5 de octubre de 2015, la parte codemandada peticionaria 

presentó Réplica a Moción en Cumplimiento de Orden  presentada 

por la Parte Demandante en Referencia a Nuestra Moción Objetando 

Descubrimiento de Prueba Sometido por la Parte Demandante. 

El foro recurrido emitió una Orden el 6 de octubre de 2015, 

la cual fue notificada el 13 de octubre de 2015. Mediante la 

referida Orden, el foro de primera instancia  expresó como sigue: 

Atendida la “Moción en Cumplimiento de Orden y 
Oposición a que se Detenga el Descubrimiento de 
Prueba, etc” presentada el 30 de septiembre de 2015, 

el Tribunal dispone lo siguiente: 
 

Se da por cumplida. No se detiene el 
descubrimiento de prueba en relación a 
los demandantes que no están cobijados 

por la Ley 45.  
[. . .] 
 

Atendida la “Réplica a Moción en Cumplimiento de 
Orden” presentada el 5 de octubre de 2015, el 

Tribunal dispone lo siguiente: 
 

Exprese posición parte demandante en 

20 días. 
 

Luego, el 4 de diciembre de 2015, la parte codemandada 

peticionaria presentó Moción Solicitando Paralización de las 

Acciones Instadas a Nombre de los Obreros. En síntesis, la parte 

codemandada peticionaria adujo, entre otras cosas, que:  

[. . .] 
3. Por haber sido presentada la presente demanda 

para ejercitar las acciones de los obreros en violación 
del Art. 31, Ley del sistema de compensaciones por 
accidentes del trabajo, 11 L.P.R.A. sec. 32, solicitamos 

la paralización de las acciones de los obreros hasta 
que todos estos estén en posición de ejercitar sus 
respectivas causas de acción. 

 
Según la codemandada peticionaria, la parte demandante 

recurrida no hizo ninguna expresión respecto a la solicitud de 

paralización. Adujo también, que el foro de primera instancia nada 

dispuso en cuanto a su solicitud de paralización. 
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Con posterioridad, el 25 de noviembre de 2015, la parte 

demandante recurrida presentó Moción Solicitando se den por 

Admitidos Hechos Detallados en Requerimiento de Admisiones 

Notificados”. En dicha moción la parte demandante recurrida 

solicitó que se dieran por admitidos todos los hechos expuestos en 

el requerimiento de admisiones, ya que el mismo había sido 

notificado desde el 14 de agosto de 2015. Por lo que, había 

transcurrido en exceso el término dispuesto por la Regla 33 de 

Procedimiento Civil para contestar los referidos requerimientos de 

admisiones. 

El 9 de diciembre de 2015, la parte codemandada 

peticionaria presentó Contestación a Requerimiento de Admisiones. 

Así las cosas, el 8 de abril de 2016, notificada el 12 de abril 

de 2016, el Tribunal de Primera Instancia, emitió una Orden 

mediante la cual dio por admitidos los requerimientos de 

admisiones sometidos por la parte demandante recurrida. 

Específicamente, el foro recurrido dispuso lo siguiente: 

[. . .] 

Atendida la “Moción Solicitando se den por Admitidos 
Hechos Detallados en Requerimiento de Admisiones 
Noti[f]icados” presentada el 25 de noviembre de 2015, 
el Tribunal dispone lo siguiente: Se dan por admitidos. 

[. . .] 

Inconforme con dicho dictamen, la parte codemandada 

peticionaria presentó oportunamente Moción Solicitando 

Reconsideración de Orden Dando por Admitidos Requerimientos de 

Admisiones. Por su parte, los demandantes recurridos presentaron 

Réplica y Oposición a Moción Solicitando Reconsideración de Orden 

Dando por Admitidos Requerimiento de Admisiones. 

Examinadas ambas mociones, el foro recurrido dictó Orden 

el 26 de mayo de 2016, notificada el 20 de junio de 2016, mediante 
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la cual declaró Sin Lugar la Moción Solicitando Reconsideración de 

Orden Dando por Admitidos Requerimientos de Admisiones.3 

En desacuerdo con dicho dictamen, la parte codemandada 

peticionaria acude ante este foro apelativo y le imputa la comisión 

de los siguientes errores al foro de primera instancia: 

 Primer error: Erró el Tribunal de Primera 

Instancia, abusando de su discreción al dar por 
admitidos los requerimientos de admisiones en 
contra de Oficinas de Carolina, S.E., a pesar de que 

al momento de emitir su Resolución los mismos ya 
habían sido contestados. 

 

 Segundo error: Erró el Tribunal de Primera 
Instancia, abusando de su discreción al dar por 

admitidos los requerimientos de admisiones en 
contra de Oficinas de Carolina, S.E., a pesar del 

Tribunal de Primera Instancia tener conocimiento y 
haber reconocido que varios de los demandantes 
empleados no habían completado el trámite 

administrativo ante la Corporación del Fondo del 
Seguro del Estado (CFSE). 

 
II 

El Certiorari es un recurso extraordinario mediante el cual 

un tribunal de jerarquía superior puede revisar a su discreción 

una decisión de un tribunal inferior.  Pueblo v. Díaz de León, 176 

DPR 913, 917 (2009). 

Por otro lado, a partir del 1 de julio de 2010, se realizó un 

cambio respecto a la jurisdicción del Tribunal Apelativo para 

revisar los dictámenes interlocutorios del Tribunal de Primera 

Instancia mediante recurso de certiorari.  A tal fin, la Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil, supra, dispone, en su parte pertinente, lo 

siguiente:  

El recurso de certiorari para revisar resoluciones u 
órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de 

                                                 
3 Cabe señalar, que el 22 de junio de 2016, notificada el 28 de junio de 2016, el 
foro recurrido emitió Resolución de Paralización mediante la cual dispuso, lo 

siguiente: 

 

Surge del expediente de este caso que la parte demandante [. . .], 

presentaron una reclamación ante la Corporación del Fondo del 

Seguro del Estado (CFSE), por tal razón, se dicta Resolución de 

Paralización de los procedimientos hasta tanto se resuelva el 
trámite administrativo. 
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Primera Instancia, solamente será expedido por el 
Tribunal de Apelaciones cuando se recurra de una 

resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la 
denegatoria de una moción de carácter dispositivo. No 

obstante, y por excepción a lo dispuesto 
anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá 
revisar órdenes o resoluciones interlocutorias 

dictadas por el Tribunal de Primera Instancia 
cuando se recurra de decisiones sobre la admisibilidad 
de testigos de hechos o peritos esenciales, asuntos 

relativos a privilegios evidenciaros, anotaciones de 
rebeldía, en casos de relaciones de familia, en casos 

que revistan interés público o en cualquier otra 
situación en la cual esperar a la apelación 
constituiría un fracaso irremediable de la justicia. 

Al denegar la expedición de un recurso de certiorari en 
estos casos, el Tribunal de Apelaciones no tiene que 

fundamentar su decisión.  (Énfasis Nuestro). 
[. . .] 
 

Según se desprende de la citada Regla, este foro apelativo 

intermedio podrá revisar órdenes interlocutorias 

discrecionalmente, cuando se recurre de decisiones sobre la 

admisibilidad de testigos de hechos o peritos esenciales, asuntos 

relativos a privilegios evidenciarios, anotaciones de rebeldía o en 

casos de relaciones de familia o que revistan interés público, o en 

aquellas circunstancias en las que revisar el dictamen evitaría un 

irremediable fracaso de la justicia, entre otras contadas 

excepciones.   

Ahora bien, como ocurre en todas las instancias en que se 

confiere discreción judicial, esta no se da en el vacío.  Por lo que en 

el caso de un recurso de certiorari ante este Foro Apelativo, la 

Regla 40 de nuestro Reglamento4, expone los siete (7) criterios que 

el tribunal tomará en consideración al determinar la expedición de 

un auto de certiorari.  Estos son:  

A. Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho. 

 
B. Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema. 

 

                                                 
4 4 LPRA Ap. XXII-B. 
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C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia. 
 

D. Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 

 
E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 
caso es la más propicia para su consideración.  

 
F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causan un fraccionamiento indebido del 
pleito y una dilación indeseable en la solución final del 
litigio. 

 
G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia. 
 
Sin embargo, “ninguno de los criterios antes expuestos en la 

Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra, es 

determinante, por sí solo, para este ejercicio de jurisdicción, y no 

constituye una lista exhaustiva. H. Sánchez Martínez, Derecho 

Procesal Apelativo, Hato Rey, Lexis-Nexis de Puerto Rico, 2001, 

pág. 560.”  García v. Padró, 165 DPR 324, 335 n. 15 (2005).  Por lo 

que, de los criterios antes transcritos “se deduce que el foro 

apelativo intermedio evaluará tanto la corrección de la decisión 

recurrida así como la etapa del procedimiento en que es presentada; 

esto, para determinar si es la más apropiada para intervenir y no 

ocasionar un fraccionamiento indebido o una dilación injustificada 

del litigio.” Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 

(2008). 

III 

A la luz de la normativa antes discutida, estamos obligados a 

determinar, en primer lugar, si ostentamos jurisdicción para 

atender la controversia del caso de marras.  Por lo tanto, nos 

corresponde resolver si se nos ha planteado un asunto 

comprendido dentro de la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra.   

Se desprende del expediente apelativo que la parte 

codemandada peticionaria nos plantea en esencia, que incidió el 
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Tribunal de Primera Instancia al dar por admitidos unos 

requerimientos de admisiones, a pesar de que al momento de 

emitir su dictamen, los mismos ya habían sido contestados y a 

pesar de haber reconocido que varios de los demandantes 

empleados no habían completado el trámite administrativo ante la 

CFSE. 

Como puede colegirse de lo anterior, es claro que la parte  

codemandada peticionaria no solicita la revisión de un dictamen 

interlocutorio de una resolución u orden al amparo de las Reglas 

56 y 57 de Procedimiento Civil, supra.  Tampoco se recurre de la 

negativa de una moción de carácter dispositivo.  A su vez, somos 

de la opinión de que no estamos ante un asunto que, de no 

atenderse, constituiría un fracaso irremediable de la justicia.  Por 

lo tanto, no estamos ante un asunto sobre el cual tenemos 

jurisdicción, según lo dispuesto en la Regla 52.1 de Procedimiento 

Civil, supra. 

En consecuencia, evaluado el recurso presentado por la 

parte codemandada peticionaria, al amparo de los criterios para la 

expedición del auto de certiorari establecidos en la Regla 40 del 

Reglamento de este Tribunal, supra, sostenemos que no existe 

situación excepcional por la cual debamos expedir el auto 

solicitado.  Por lo tanto, conforme las disposiciones legales antes 

aludidas, nos está vedado como foro apelativo, el revisar lo así 

dictaminado por el Tribunal de Primera Instancia.   

Por último, aclaramos que con nuestra determinación no 

estamos prejuzgando los méritos de la controversia en el caso de 

marras ni pasamos juicio sobre el dictamen recurrido.   

IV 

Por los fundamentos antes expuestos, desestimamos el 

presente recurso de certiorari por falta de jurisdicción, por no 
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satisfacer los criterios establecidos en la Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil, supra. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


